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			Introducción


			El presente trabajo tiene como objetivo emprender, desde el derecho administrativo, el estudio de la ordenación del territorio y la planificación urbana partiendo de sus bases conceptuales. La labor de estudio e investigación trazada, y cuyo resultado se muestra en las páginas de este libro, ha estado plenamente justificada porque desde esta área de conocimiento no se han producido en el Perú monografías cuyo contenido aborde la referida temática, no obstante su importancia en la actuación de la administración pública.


			Con la única pretensión de aportar en el ámbito jurídico peruano al conocimiento de la ordenación del territorio y la planificación urbana, a través del proyecto de investigación “Ordenación territorial y desarrollo urbano: su alcance en poblaciones vulnerables” (ID-595), cuyo origen es el Concurso Anual de Proyectos (CAP) 2018 convocado por el Vicerrectorado de Investigación de la Pontificia Universidad Católica del Perú, hemos podido aproximarnos: a la compleja caracterización jurídica de una y otra función administrativa; a identificar y sistematizar las limitadas políticas en materia de ordenación del territorio —cuyo verdadero alcance ha sido limitado por el sesgo ambiental— y aquellas que han sido aprobadas en materia de planificación urbana por el Gobierno central; a revisar la estructura y competencias de los órganos de la administración en sus tres niveles (central, regional y local) en las materias que son objeto de estudio; a caracterizar y sistematizar el marco normativo —incluidos proyectos normativos— sobre ordenación del territorio y planificación urbana; a revisar los principales aspectos que configuran la vulnerabilidad como factor trascendental por tomar en cuenta en ambas funciones administrativas; y, finalmente, a analizar el avance de la planificación urbana —entendida como parte de la ordenación del territorio— en la prevención, mitigación y solución de situaciones de vulnerabilidad de aquellas poblaciones que ocupan zonas de alto riesgo, como laderas de cerros, riberas y cauces de ríos.


			De esta forma, en el primer capítulo, a partir de un breve recuento histórico de su génesis y de los modelos identificados, hemos buscado configurar un marco conceptual de la ordenación del territorio y de la planificación urbana que nos permita articular y desarrollar el presente estudio, caracterizado por la unidad en el análisis de los aspectos que comprende. La revisión del marco institucional, realizada en el capítulo segundo, tiene como objetivo identificar las funciones y los roles concretos que las entidades administrativas desarrollan en los distintos niveles de la organización. Ello nos ha permitido una aproximación a los aspectos que caracterizan el modelo de intervención estatal en materia de ordenación del territorio y planificación urbana. Articulado a esto último, en el capítulo tercero, se sitúa lo que consideramos ha sido la evolución y proyección actual de las políticas públicas en el Perú, contenido indispensable para identificar las líneas directrices del desarrollo normativo y la actuación administrativa en torno a la ordenación del territorio y la planificación urbana. 


			Por la propia naturaleza del estudio, la revisión del desarrollo y evolución normativa de la ordenación del territorio y de la planificación urbana realizada en el capítulo cuarto tiene un encuadre cuya referencia son los niveles de jerarquía normativa constitucional, legal y reglamentario. A través de dicha sistematización hemos conocido el alcance, los principales postulados y las disposiciones referidas a dichas materias dentro de un espacio temporal situado en las tres últimas décadas. 


			Los principales aspectos de la vulnerabilidad, como un factor trascendental en la ordenación del territorio y la planificación urbana, son estudiados en el capítulo quinto. La vulnerabilidad es abordada en el marco de la Agenda 2030 y el triple enfoque de sostenibilidad, no solo desde las dimensiones tradicionales, sino desde un enfoque basado en los derechos humanos y en los nuevos desafíos a los que, en la actualidad, se enfrenta el proceso de urbanización a nivel mundial. El eje principal del capítulo sexto es el análisis del avance que, en el ámbito jurídico peruano, han tenido la ordenación del territorio y la planificación urbana como mecanismos de prevención, mitigación y resolución de las situaciones de vulnerabilidad física de aquellas poblaciones que, fuera de los tradicionales entornos urbanos, ocupan zonas de alto riesgo, como las laderas de cerros, riberas y cauces de ríos. Esto remarca la necesidad de entender la planificación urbana como parte de la ordenación del territorio. 


			Realizada esta panorámica de los temas tratados, así como de la justificación de su revisión y análisis, consideramos necesario realizar algunos apuntes sobre el proceso de investigación y lo que ha supuesto para quienes hemos sido parte de este proyecto. En la primera fase de desarrollo del proyecto, la recopilación bibliográfica fue una labor que comprendió los fondos bibliográficos de la Pontificia Universidad Católica del Perú, así como los existentes en las bibliotecas de la Universidad de Alicante y la Universidad Autónoma de Madrid, a los que fue posible acceder merced a las estancias de investigación realizadas en los años 2019 y 2020, respectivamente. Sobre la recopilación de las políticas públicas y de la normativa administrativa, el involucramiento de los asistentes de investigación y de un grupo de apoyo que es parte del Grupo de Investigación en Derecho Administrativo (GIDA) permitió identificar con detalle aquellos dispositivos legales y reglamentarios que constituyen el marco normativo de referencia de la ordenación del territorio y la planificación urbana, así como acceder, vía solicitudes de acceso a la información pública, a documentos de política, proyectos normativos y su respectiva exposición de motivos.


			Es necesario referir, también, que, como parte de la investigación, se realizaron reuniones académicas con reconocidos expertos en materia de ordenación del territorio y planificación urbana. En el caso del Perú, en el mes de junio de 2019, el equipo de investigación se reunió con Zaniel Novoa Goicochea, Profesor Principal de la sección de Geografía y Medio Ambiente en la facultad de Letras y Ciencias Humanas de la Pontificia Universidad Católica del Perú, cuyos trabajos sobre ordenación del territorio desde el ámbito de la geografía son de primera referencia a nivel nacional. En el mes de setiembre de 2019, tuvimos la visita académica del profesor Jorge Agudo González, Catedrático de derecho administrativo de la Universidad Autónoma de Madrid, quien compartió su experiencia académica en el estudio de la ordenación del territorio y la planificación urbana, en especial respecto de las zonas vulnerables.


			Los acontecimientos derivados de la emergencia sanitaria por la COVID-19, con posterioridad al 15 de marzo de 2020, alteraron significativamente la planificación de nuestro trabajo de investigación. Así, hubo limitaciones tanto para sostener las reuniones del equipo de investigación como para las coordinaciones de los avances en la redacción y la obtención de información relevante para el trabajo, cuya fuente eran entidades del Gobierno central, los Gobiernos regionales o los Gobiernos locales. No podemos dejar de mencionar los problemas de salud que afectaron a todos y cada uno de los miembros del equipo de investigación ni tampoco la promulgación de la Ley de Desarrollo Urbano Sostenible en julio de 2021. Estas circunstancias nos llevaron a solicitar sucesivas prórrogas y a un replanteo en nuestra planificación, así como en la estructura y contenidos del trabajo, lo que pudo ser superado con el esfuerzo y la voluntad de quienes formamos el equipo de investigación y por la firme determinación de cumplir con los objetivos trazados.


			Dicho esto último, corresponde agradecer a quienes aportaron a este trabajo en todas las etapas de su desarrollo. En primer lugar, a quienes integraron el núcleo duro del equipo de investigación, como son la profesora Gabriela Ramírez Parco, con quien comparto la coautoría de los capítulos quinto y sexto antes reseñados y, los asistentes de investigación, Cinthya Delgado de la Flor Dondero y Gianpierre Valverde Encarnación, cuya colaboración fue indispensable en el proceso de elaboración y desarrollo de los otros capítulos que integran el presente trabajo. Corresponde también mencionar, en segundo lugar, la labor realizada por los miembros del Grupo de Investigación en Derecho Administrativo que colaboraron en el acopio y fichado de fuentes bibliográficas, documentarias y normativas: Kerly Solari, Angela Casafranca, Mayra Ramón, Favio Montenegro, Carlos Zúñiga, Merly Inga y Christian Hernández. 


			De la misma forma, nuestro agradecimiento se extiende a los profesores: Zaniel Novoa, por vincularnos desde la Geografía a la ordenación del territorio; al Profesor Juan José Diez Sanchez, por su generosa acogida durante la estancia de investigación en la Universidad de Alicante; así como a los Profesores Jorge Agudo y Mónica Domínguez, quienes respaldaron el desarrollo de la estancia realizada en la Universidad Autónoma de Madrid. Junto a estas menciones, nuestro reconocimiento va también al equipo de la Dirección de Fomento de la Investigación del Vicerrectorado de Investigación de la Pontificia Universidad Católica del Perú por el soporte económico al proyecto de investigación, y el seguimiento y orientación realizados para su culminación. 


			El producto final, con sus limitaciones, supera los artículos académicos publicados en el marco del desarrollo del proyecto de investigación desde el año 2018. No obstante, no deja de ser un primer paso para sentar las bases del estudio de temáticas a las que el derecho administrativo peruano tiene que dedicar su atención por lo que la ordenación del territorio y la planificación urbana representan para la garantía de la calidad de vida y el desarrollo de la población.
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			Capítulo I 
El marco conceptual de la ordenación del territorio y de la planificación urbana


			El objetivo de este primer capítulo es, a partir de un breve recuento histórico de su génesis y de los modelos identificados, configurar un marco conceptual de la ordenación del territorio y de la planificación urbana que, aunque carente de originalidad, esté acompañado de sus aspectos característicos y de los instrumentos vinculados a este. De esta manera, nos servirá en la articulación y desarrollo de esta obra, y permitirá lograr una unidad en el análisis de los aspectos que son materia de estudio.


			



			1.	Conceptualización de la ordenación del territorio 


			Conceptualizar la ordenación del territorio es una labor no exenta de dificultades, porque sus orígenes se identifican con conceptos y técnicas como el urbanismo, el planeamiento físico, la planificación territorial y el desarrollo regional. La gestación de dichos conceptos y técnicas ha sido abordada desde distintos enfoques profesionales especializados, de cuya unión resulta una visión globalizada (Sáenz de Buruaga, 1969, pp. 14-15). 


			Si hay algo que la investigación de esta temática nos ha mostrado es que los conceptos de ordenación del territorio que hemos podido revisar responden, como menciona Larenz (1938), a “una concreta forma de comprender el mundo en cada ámbito de conocimiento o científico” (citado en Díez Sastre, 2018, p. 57). Por ello, se ha señalado, con razón, su carácter interdisciplinario y también que como método “demanda la colaboración en equipo de administradores, antropólogos, arquitectos, artistas, demógrafos, economistas, estadísticos, geógrafos, juristas, ingenieros, matemáticos, pedagogos, sociólogos, urbanistas, etc.” (Sáenz de Buruaga, 1969, pp. 14-15). 


			Esto último nos permite comprobar que la ordenación del territorio es una expresión respecto de la cual existe una pluralidad de acepciones “debido a las también diversas perspectivas que concurren en su configuración y a las conexiones económicas, sociales y políticas que se dan en esa base que constituye su objeto, como es el territorio” (Ávila Orive, 1993, p. 29). Por ello, junto al enfoque jurídico de esta temática, recogeremos aquellos de otras disciplinas que nos permitan comprender su alcance.


			



			1.1. La configuración histórica y el desarrollo de modelos de ordenación del territorio 


			Antes de pasar revista por algunos de los principales hitos históricos que muestran lo que ha sido la configuración de la ordenación del territorio, es obligado referirse al elemento en el que se ha originado como actividad: el espacio. Este, siguiendo a Parejo, se constituye en el objeto de la ordenación del territorio y tiene “una función estructurante que, aun siendo patente, guarda estrecha relación, sin embargo, tanto con la vida social como con el Estado en [que] ésta se inscribe y, por tanto, básicamente con la economía y la política” (2015, p. 39). 


			De esta forma, el espacio es resultado de la relación que el hombre desarrolla con su medio y de la acción social, por lo que se constituye en una expresión de la civilización que “está en función del tipo y el estadio de evolución de la misma” (Parejo, 2015, p. 40). Por ello, es necesario reivindicar su importancia e identificar que las actividades realizadas en el tiempo para construir el espacio deben entenderse desde una perspectiva dinámica, ya que esta permite una visión evolutiva de este (Parejo, 2015, p. 41). Al poseer entonces el espacio una específica articulación (la habitación, el edificio, la aldea o el barrio, la ciudad, la comarca o el distrito, la región, el Estado), esta se constituirá, como afirma Parejo, en el punto de partida de la ciencia de ordenación del territorio (2015, p. 41).


			Vinculado a este elemento, se encuentra el territorio, definido como un producto generado a partir del espacio donde se desarrollan redes y dinámicas materializadas por los grupos sociales que lo ocupan (Zuccheti et al., 2008, p. 15). Desde una perspectiva jurídica, según Vaquer, se trata de esa “porción del mundo sobre la que desarrollamos nuestras vidas (hábitat) y nuestro poder (jurisdicción) [… de ese] espacio físico efectivo de la comunidad política” (2018, p. 18).


			En suma, como ha señalado Novoa, desde el ámbito de la geografía, el territorio es “la extensión de superficie terrestre sobre la cual vive un grupo humano y especialmente una colectividad política nacional”. Por ello, resulta de una construcción física e histórica, que constituye la base física de los individuos y de las entidades administrativas, el espacio en que realizan sus actividades o funciones” (2015, p. 131). 


			



			1.1.1. La configuración histórica de la ordenación del territorio


			La preocupación por el espacio y el territorio han sido los ejes de desarrollo de la ordenación del territorio. Su evolución histórica se ha dado en distintas civilizaciones y sociedades. Desde una noción mucho más primaria al concepto actual, se ha “forjado sobre la base de una determinada estructura territorial condicionada por la presencia o existencia de ciertos caracteres en aquél” (Rando, 2019, p. 27). Así, en sus inicios, la ordenación del territorio se encontraba estrechamente ligada “a los comienzos del hombre y a sus formas de organizar el territorio de la manera más adecuada a sus propias necesidades y vinculada, en cierta forma, a la preexistencia de determinados elementos o recursos naturales como a las creencias imperantes en cada sociedad” (Rando, 2019, p. 28).


			Rando realiza una sintética explicación del derrotero histórico de la ordenación del territorio distinguiendo etapas: aquella de las antiguas civilizaciones (Egipto, Mesopotamia, Grecia y Roma) y las correspondientes a Europa y América. Respecto de las señaladas, existe un hecho común: la aparición de grandes construcciones (hidráulicas y de comunicaciones), cuyo objetivo era responder a las necesidades que se presentaban en esas sociedades (2019, pp. 31-38).


			Desde ámbito de la geografía, Galiana & Vinuesa consideran que la aparición e implantación de la ordenación del territorio, “surgió como respuesta del grave deterioro de las condiciones de vida en la ciudad industrial que se experimenta durante el siglo XIX” (2010, p. 21). Por ello, ya desde una perspectiva jurídica, Lobo (2007) afirma que lo que propiamente podría llamarse ordenación del territorio emergió una vez que los efectos de la Revolución Industrial se vuelven patentes y generan la necesidad de planificar el crecimiento de las ciudades, localizar los centros de producción y las obras de infraestructura, de ahí que el primer ejemplo de ordenación del territorio que el citado autor identifica se da en el Reino Unido con la llamada Town Planning Scheme de 1909, norma que imponía a las autoridades locales la obligación de realizar un esquema de planeamiento local1. 


			Sobre el particular, Benabent afirma lo siguiente:


			A medida que la industrialización avanza, las ciudades crecen y comienzan a superar sus propios límites, lo que en un principio se solventó mediante la creación de planes urbanísticos para los ensanches, a comienzos del siglo XX lleva a plantear la necesidad de ordenar el espacio físico en el que se incluye la ciudad y atender a otras cuestiones presentes en ese espacio, como el medio ambiente. Es en este momento cuando aparece la necesidad de una función pública con capacidad de dar respuesta a estos acuciantes problemas y con una perspectiva integral del territorio como espacio físico que traspasa las fronteras de lo que hasta entonces había sido entendido como ciudad (2006, citado en Rando, 2019, pp. 38-39).


			Otro antecedente puede ubicarse en Alemania con la planificación de la Ruhrgebiet (cuenca del Rhur) en el año 1925, realizada para enfrentar la necesidad de mantener la posición que esta región había tenido en la actividad minera luego de la Primera Guerra Mundial y posibilitar el cumplimiento de las entregas de carbón estipuladas en el Tratado de Versalles de 1919. Ello generó la constitución del Siedlungsverband Rhurkohlenbezirk (Asociación de Asentamientos del Distrito de Carbón del Rhur) con el objetivo de establecer las bases para orientar la industrialización y urbanización de la región (Rando, 2019, p. 41).


			Los inicios de la ordenación del territorio también se han producido en algunos sectores administrativos vinculados a la realización de grandes obras públicas, como en el caso de la infraestructura hidráulica. En ese sentido, destaca en España la labor de las confederaciones hidrográficas, como la del Ebro, creada en 1926 y a la cual se atribuyeron funciones de ordenación de una cuenca hidrográfica (López Ramón, 2013, pp. 67-68). 


			En las primeras décadas del siglo pasado, en concreto durante los años de la Gran Depresión, se identifica en los Estados Unidos la incorporación de la dimensión territorial en la política de desarrollo económico, social y regional, es decir, de ordenación del territorio, “con la puesta en marcha del Plan integrado de gestión del Valle de Tennessee, coordinado por la Autoridad Única del Valle del Tennessee creada bajo la administración Roosevelt” en 1933 (Sanabria Pérez, 2014, p. 14). Sobre esto último, López Ramón ha precisado lo siguiente:


			Conocida mundialmente es la fórmula institucional estadounidense de la Tennessee Valley Authority; cuya Ley de creación (1933) le permitía utilizar integralmente las potencialidades de una gran cuenca que afectaba a varios estados, mediante actuaciones de desarrollo energético, control de inundaciones y de erosión de suelos, repoblación forestal y diversificación industrial, e incluso planificación de nuevas ciudades (2013, p. 68). 


			Estas primeras realizaciones, que pueden asimilarse a una verdadera práctica de ordenación del territorio (1920-1930), tuvieron como objeto plantear el desarrollo urbano desde una perspectiva territorial. Ello tuvo como consecuencia ampliar el ámbito espacial de la ordenación, así como incorporar elementos funcionales (económicos y sociales) y ambientales que conformaban ese territorio, lo que vuelve más complejo su entendimiento (Galiana & Vinuesa, 2010). 


			Vaquer da cuenta de que, en España, la idea de un planeamiento de ámbito supramunicipal fue materia de ensayo con el Plan General de Ordenación de Madrid de 1944-1946. A través de este es posible identificar, en palabras del citado autor, “la conciencia tomada en la época de que había que integrar la ordenación de la ciudad en la ‘organización territorial’ y considerar sus aspectos económicos, culturales, sociales y ecológicos” (2018, p. 95). 


			Será en el período posterior a la Segunda Guerra Mundial que, debido a la necesidad de reconstruir los territorios devastados por el conflicto bélico, los países de Europa incorporen en sus políticas públicas la ordenación del territorio. A partir de ello, realizaron un importante desarrollo normativo, pues se crearon entidades administrativas para su diseño e implantación, así como también elaboraron planes territoriales (Rando, 2019, p. 42). Según López Ramón, el origen de esta función “parte de la necesidad de controlar el crecimiento espontáneo de diversos usos y actividades de que es susceptible el territorio” (1987, p. 127).


			Respecto de la evolución y procedencia de la ordenación del territorio, importa señalar que autores como Sáenz de Buruaga (1969, pp. 25-35) —desde el ámbito económico—, y Pérez Moreno (1976, pp. 51-52) —desde un enfoque jurídico—, refieren que, en la actividad de las Naciones Unidas, el Seminario sobre Planificación Regional, celebrado en Tokio en 1958, y la Tercera Conferencia de Consejeros Económicos Principales de los Gobiernos de los Estados Miembros de la Comisión Económica para Europa, celebrada en Ginebra en el otoño de 1964, fueron ámbitos en los que dicho tema cobró relevancia. En ese sentido, “con esta nueva idea se trataba de integrar armoniosamente, a escala regional, la planificación física con el desarrollo económico y social para obtener el máximo del bienestar” (Enériz, 1991, p. 43).


			



			1.1.2. Modelos de ordenación del territorio


			A partir de la breve revisión histórica precedente, podemos dar cuenta de los modelos adoptados por los Estados orientados a mejorar su territorio. De forma común, las principales razones de su configuración eran las siguientes:


			La existencia de evoluciones territoriales desequilibradas consideradas insatisfactorias en lo referente a la distribución geográfica de las actividades industriales y de la población, junto a la pérdida de confianza de la capacidad del sistema económico para garantizar el equilibrio de la distribución territorial de las actividades (Rando, 2019, p. 43).


			Así, los modelos que se han distinguido son el británico, el francés y el alemán.


			



			a. El modelo británico


			El primer modelo que puede distinguirse es el británico. Su configuración es más temprana que la del resto de países europeos, debido a que la motivación para las intervenciones en materia de ordenación del territorio estuvo centrada en cuestiones de orden social. Así, se puso de manifiesto como respuesta a los desequilibrios regionales y la estructura industrial, en concreto aquellos que se identificaban entre “los grandes centros industriales del próspero sur y los viejos centros industriales del norte” (Pérez Andrés, 1998, p. 175) y que habían sido referidos en el Informe Barlow. 


			El Informe Barlow fue un documento público producto de la labor de investigación de la Comisión Real, designada por el entonces primer ministro Neville Chamberlain en 1937 y que estuvo presidida por sir Anderson Montague Barlow. La comisión recibió el encargo de estudiar la repartición de la población industrial en el Reino Unido, analizar las repercusiones de una excesiva concentración económica y de población, y plantear soluciones para remediar estos problemas. El informe fue publicado en diciembre de 1939. A partir de entonces, se tomó como un punto de referencia obligada en todos los estudios sobre la ordenación del territorio en el Reino Unido (Sala Arquer, 1980, p. 23).


			La revisión pormenorizada del Informe Barlow efectuada por Sala Arquer nos permite recoger sus principales aspectos. Entre estos se encuentran la identificación de errores estratégicos referidos a la inadecuada concentración de la población británica en el sudeste del país; la formulación de recomendaciones para frenar el continuo desarrollo de Londres mediante la creación de nuevas ciudades; la aprobación de políticas basadas en una equilibrada distribución de la industria y la población entre zonas diversas de Gran Bretaña; y la variación realizada sobre industrias trasladadas a determinadas zonas o regiones para contribuir con ello a una mejor utilización de los recursos públicos a través de la diversificación de industrias y empleos con el fin de salvaguardar frente a la grave depresión en la industria dominante (1980, p. 24).


			El informe Barlow fue complementado por el informe emitido por el Comité Uthwatt en el año 1941, cuyo objeto fueron las compensaciones y plusvalías, y por el informe de la Comisión Scott en el año 1942 respecto de la utilización del suelo (Sala Arquer, 1980, p. 25). En base a estos informes, en los años siguientes se dio una importante producción legislativa, entre la que destacan el Distribution Industries Act de 1945, el New Towns Act de 1946, el National Parks and Access to the Country Side Act de 1949, el Town Development Act de 1952 y, de forma muy significativa, el Town and Country Planning Act de 1947, que constituiría la primera norma jurídica sobre ordenación del territorio (Lobo, 2007). Junto a la citada normativa, también resulta necesario dar cuenta de la reestructuración de la organización administrativa británica con la creación del Ministry of Town and Country Planning en 1943 (Lobo, 2007).


			El desarrollo del modelo anglosajón en este estadio surgió como “una respuesta a la necesidad de ordenar ámbitos territoriales más amplios a los meramente municipales y en función de una visión de conjunto superadora de la simple reglamentación del uso del suelo para fines urbano-residenciales o meramente habitacionales” (Bassols, 1981, p. 44). Esto, según Bassols, explica que en los siguientes años del siglo pasado haya aparecido el movimiento cívico del Regional Planning como una técnica de gestión de diversos servicios, que involucraba aspectos geográficos, urbanos, económicos, ecológicos, etc., y que estaban implicados en un área determinada (1981, p. 45).


			Los ámbitos en los que principalmente se concentró la actividad de ordenación del territorio desde los primeros años en que se fue desarrollando fueron la localización industrial y las denominadas “nuevas ciudades”. Ello estuvo enmarcado dentro del desarrollo legislativo antes citado, que en los años posteriores tuvo una serie de reformas (Sala Arquer, 1980).


			Sobre las reformas y la caracterización del modelo de planificación territorial británico, Bouazza (2009) ha identificado dos periodos. El primero va de 1947 a 2004, es decir, desde el año en que se aprobó el Town and Country Planning Act hasta su reforma; el segundo se inicia en el año 2004 con la aprobación del Planning and Compulsory Purchase Act ese mismo año.


			Bouazza caracteriza el esquema de planificación territorial del primer periodo, el que tuvo como marco normativo de referencia al Town and Country Planning Act, de la siguiente manera:


			El sistema británico de planificación territorial tiene como finalidad básica asegurar que la urbanización del suelo, los nuevos usos del suelo y las edificaciones, se realizan en los lugares más convenientes, por lo que se querrá evitar desarrollos inadecuados. 


			El sistema de planificación pretende garantizar la sostenibilidad del modelo de desarrollo, es decir evitar que las decisiones en materia urbanística y territorial impidan a las futuras generaciones disfrutar del entorno en las mismas condiciones que las presentes, de conformidad con la filosofía que ya introdujera la Public Health Act 1875 (2009, pp. 34-35).


			Cita, además, el autor el párrafo 39 de la Planning Policy Guidance 1: General Policy and Principles para resumir la política que el modelo pretendía implantar:


			The planning system regulates the development and use of land in the public interest. The system as a whole, and the preparation of development plans in particular, is the most effective way of reconciling the demand for development and the protection of the environment. Thus, it has a key role to play in contributing to the Government’s strategy for sustainable development by helping to provide for necessary development in locations which do not compromise the ability of future generations to meet their needs (2009, p. 35).


			La distribución de competencias en materia de ordenación del territorio es una de las singularidades en el modelo británico, ya que el Reino Unido es “un Estado unitario con un alto grado de centralismo [… en el que] todo el poder político y estatal se encuentra en el Gobierno central y en la Cámara Baja del Parlamento de Londres” (Parejo Navajas, 2003, p. 14). Al respecto, como sostiene Buoazza:


			Aunque el parlamento puede delegar poderes limitados de gobierno a las autoridades locales y a las asambleas locales y nacionales, la doctrina de la soberanía parlamentaria significa que el parlamento puede revocar el poder dado en cualquier momento, no teniendo límites para legislar sobre las materias delegadas (2009, p. 30).


			Sobre esta cuestión, ya Sala Arquer (1980) había dado cuenta de que este carácter centralista es una problemática típicamente británica, que se debe tener en cuenta para comprender las características de la ordenación del territorio en el Reino Unido. Según el citado autor, de acuerdo con el Town and Country Planning Act de 1947, mientras a nivel del Gobierno central la competencia corresponde al Ministry of Town and Country Planning, en el ámbito local esta se atribuye a los tradicionales consejos de condados y consejos de burgos. El problema que esto último plantea, siguiendo nuevamente a Sala Arquer, se encuentra en “la dificultad de realizar una eficaz ordenación de territorio sin contar con un escalón intermedio, a nivel regional; con una autoridad regional que resuelva los problemas comunes a varios condados” (1980, p. 33). Ello evidenció, como ha referido Parejo Navajas, 


			por un lado la evidente ineficiencia de las políticas de ámbito nacional y gestión centralizada, orientadas al desarrollo de determinadas zonas, como las Áreas de desarrollo; y, por otro, la necesidad de elaboración de nuevos planes de desarrollo locales (Structure Plans) tras la promulgación de la Town and Country Act, de 1968, para los que resultaba necesario, para evitar la fragmentación de sus determinaciones, integrarse en un contexto más amplio (2003, p. 19). 


			Después vinieron intentos por realizar una descentralización a nivel regional que no dieron los resultados esperados. Incluso fue puesta en duda la política de desarrollo territorial, hasta que llegó al poder Margaret Thatcher, quien supuso la entrada en crisis de la “política regional mínima”. Sin embargo, en Gobiernos posteriores, pese a la disminución del poder regional producido por la aprobación del Town and Country Act de 1990, comenzó una tendencia a recuperar la planificación debido al incremento de la conciencia ambiental vinculada a un desarrollo económico sostenible (Parejo Navajas, 2003). 


			Respecto del segundo período, el iniciado con la aprobación del Planning and Compulsory Purchase Act de 2004, Bouazza (2009) considera que se ha producido una reforma estructural en la que la Unión Europea jugó un papel decisivo. Esta afectará el sistema de planeamiento presidido por el Town and Country Planning Act de 1990, ya que, si bien se ha mantenido una mínima estructura que articula las políticas básicas que deben desarrollarse para el conjunto del territorio, con el nuevo esquema planteado por esta norma el nivel regional ha adquirido un protagonismo esencial. Ello se debe a que este nivel se ha recogido por primera vez como parte de los instrumentos legales de planificación territorial en el Reino Unido, donde, según López Ramón, la ordenación del territorio se había venido produciendo “con enorme pragmatismo” (1987, p. 130).


			



			b. El modelo francés


			El modelo francés de ordenación del territorio, o aménagement du terroire, ha sido inspirado en sus inicios por una racionalidad económica cuyo objetivo es determinar con bases científicas la más óptima utilización de su territorio (Urteaga, 2011). La planificación económica se impuso entonces como el mecanismo idóneo para la localización más adecuada de las actividades productivas en el territorio. Con ello, contribuyó a corregir los desequilibrios regionales generados por la crisis económica posterior a la Segunda Guerra Mundial (Parejo Navajas, 2003; Sanabria Pérez, 2014).


			El término aménagement du territoire fue acuñado por el ministro de Reconstrucción y Urbanismo, Eugène Claudius-Petit, en la presentación del Plan Nacional de Ordenación del Territorio en 1950. Este refiere a la promoción racional del espacio y a una óptima utilización de los recursos naturales con el fin de procurar un desarrollo económico armonioso y la elevación del nivel de vida de la población (Lajugie et al., 1979, citado en López Ramón, 1987, p. 133). Así, Auby & Ducos-Ader lo han definido en los siguientes términos:


			L’aménagement du territoire peut se définir comme étant la recherche et la politique qui ont pour objet d’organiser et de répartir dans le cadre geographique de la France le divers activités humanies en fonction d’una normalisation des besoins de l’individu et de la collectivité, compte tenu des ressources naturelles et des exigences de la vie economique (1980, p. 199).


			Como se puede apreciar, el territorio se convirtió en el centro de atención. De esta manera, el aménagement du territoire pasó de ser “una simple técnica administrativa para la promoción de la descentralización industrial [… y] se transformará progresivamente en un modelo espacial al servicio de la planificación económica nacional” (Bassols, 1981, p. 47). Al respecto, López Ramón sostiene que


			a través de la función ordenadora del territorio se atendieron tanto los problemas de las regiones muy desarrolladas, cuyas posibilidades de ampliación tendían a limitarse o reconducirse, como los problemas de las regiones insuficientemente desarrolladas, utilizando en este caso técnicas dinámicas de creación de fuentes de riqueza. Se pretendía acabar con el proceso de expansión de París, industrializar la zona atlántica, desarrollar grandes ciudades de equilibrio y proteger y ordenar las zonas rurales más débiles (2005, p. 218). 


			Si bien se trata de una política cuya configuración se genera desde el Gobierno central, a diferencia del modelo británico, ha permitido que se desarrollen formulaciones de tipo regional, cuyo sello es desconcentrador; así, gracias a su flexibilidad metodológica, ha sido posible integrar enfoques geográficos, económicos y físicos (Bassols, 198l, p. 47). Sala Arquer enfatiza la importancia en el modelo francés del aspecto de coordinación, ya que permite caracterizar el aménagement du territoire como “la dimensión nacional del desarrollo regional” (1980, p. 36), idea que apoya en lo sostenido por Lajugie et al. (1979), para quienes las inversiones en regiones subdesarrolladas no pueden generar beneficios fuera del marco de los intereses nacionales e internacionales franceses, lo que implica velar por la coherencia interna de las acciones de desarrollo emprendidas a nivel regional con la política nacional de desarrollo, aspecto que se constituye en un mandato técnico para la política de aménagement du territoire.


			Por las características de Francia, las primeras medidas adoptadas por el Gobierno buscaron favorecer la descentralización de ciertas industrias con el objetivo de enfrentar el embotellamiento de la región parisiense. Luego, poco a poco, diversas administraciones crearon y desarrollaron servicios encargados de profundizar y de dar una dimensión geográfica a las políticas sectoriales (Marañón, 1965, p. 105). 


			En 1955, se inició la preparación de los Programmes d’Action Régional y la puesta en marcha de las Societés de Développement Regional. En los años sesenta, se incrementó la presencia del aménagement du territoire en las políticas públicas con la creación del Comité Interministeriel d’Aménagement du Territoire (CIAT), la Délégation à l’Aménagement du Territorie et á l’Action Regionale (DATAR), el Fonds d’Intervention pour l’Aménagement du Territoire (FIAT) y la Comissision Nationale d’Aménagement du territoire (CNAT) (Parejo Navajas, 2003, pp. 25-26).


			En sucesivos planes de desarrollo económico y social (IV, V, VI y VII), cuya vigencia va desde 1962 hasta 1980, se realizaron acciones de unificación de la política (plan IV), se dio un importante impulso a la regionalización (plan V) y se llevaron a cabo esfuerzos de equipamiento de las regiones ya industrializadas (plan VI). A través de la emisión de dichos planes y sobrevenida la crisis de la planificación francesa en 1975, se utilizó el aménagement du territoire como estrategia de transición con el objetivo de relanzar la economía (Sala Arquer, 1980, pp. 37-41; Parejo Navajas, 2003, pp. 26-27).


			Como ha expresado Sanabria, la crisis del modelo francés estuvo fundamentada en el control de la política por parte del Gobierno central; la implementación de un proceso de descentralización, que implicó un nuevo reparto de competencias; y la denominada europeización de la ordenación del territorio, que llevó a las administraciones de ámbito local al desarrollo de una política internacional más activa que les permitiera establecer vínculos con la finalidad de revalorizar sus territorios (2014, p. 21).


			A partir de 1982, se produjeron importantes reformas en lo que respecta a la descentralización. Así, los municipios asumieron competencias en materia de urbanismo y las regiones fueron convocadas a realizar, a través de cartas intermunicipales de desarrollo y ordenación, proyectos de desarrollo, al igual que los municipios. Sin embargo, la descentralización no ha generado cambios en la concepción francesa del aménagement du territoire en lo que respecta a su contenido, pero sí ha supuesto que el Gobierno central ya no sea el que de forma exclusiva tenga esa competencia, sino que los municipios también la asuman. Con ello, la ordenación del territorio se ha transformado “en una competencia compartida y negociada, aumentando la participación de la integración territorial” (Parejo Navajas, 2003, p. 28).


			Según Parejo Navajas, el giro decisivo hacia la consolidación de un marco normativo estable en la concepción francesa del aménagement du territoire se produjo con la aprobación de la Ley de Ordenación y el Desarrollo del Territorio, Ley 115 del 4 de febrero de 1995. Mediante esta se abrió “una nueva etapa en la descentralización interadministrativa en tanto que promueve la convergencia del aménagement du territoire y la corriente descentralizadora” (2003, p. 31). Sobre esto último, López Ramón ha expresado que


			los nuevos planteamientos del aménagement du territoire han encontrado continuidad en la Ley de Orientación y Desarrollo Sostenible del Territorio (1999), que ha incrementado los compromisos ambientales de la política territorial e introducido nuevas técnicas, como los contratos de ciudad, para operaciones de regeneración urbana social y económica, y los contratos de aglomeración. Posteriormente, la Ley de Solidaridad y Renovación Urbanas (2000) ha creado la figura de los Esquemas de Coherencia Territorial, para atender las necesidades de ordenación de las áreas metropolitanas (2005, p. 219).


			Con este enfoque, se produce una modificación en la política de ordenación del territorio francesa. Así, se torna en un mecanismo de coordinación, de manera que los objetivos de las políticas de desarrollo económico, social, cultural, deportivo, medioambiental, de empleo y mejora de la calidad de vida de la población puedan concretarse (Urteaga, 2011, p. 267). En ese sentido, compartimos la opinión de López Ramón (2005), según quien, en el modelo francés, se ha ido produciendo la “inserción en planes territoriales del inicial conjunto de medidas de intervención económica” (p. 219) y, “al mismo tiempo, el objetivo original de corrección de los desequilibrios territoriales ha cedido protagonismo, al unirse a otras finalidades variadas, entre las que destacan la protección del medio ambiente y la mejora de calidad de vida” (pp. 218-219).


			



			c. El modelo alemán


			El modelo alemán de ordenación del territorio, o Raumordnung, ha sido configurado en el marco de presupuestos institucionales distintos a los del modelo francés, debido a que se basa en un intenso componente descentralizado, derivado de la estructura de carácter federal del Estado alemán. En este, formalmente está ausente un sistema de planificación económica. Ninguno de estos aspectos ha sido una limitación para que la ordenación del territorio se abra paso tanto a nivel de cada Estado (Länder) como a nivel de la Federación (Bünd) (Bassols, 1981, p. 48). 


			Esta estructura se basa en una antigua tradición que garantiza la independencia de las administraciones locales que componen el país. En esta, en materia de ordenación del territorio, la autoridad está vinculada al principio de autonomía del Länder, donde “el poder de decisión se ejerce en función a un modelo secuencial en el cual el escalón dispone de una competencia propia destinada a promover un desarrollo global integrado” (Urteaga, 2011, p. 270).


			A la etapa de posguerra, en que se priorizó atender las necesidades de la reconstrucción y de la escasez de viviendas, le sucedió otra en la que existe una auténtica orientación hacia la ordenación del territorio (Sala Arquer, 1980, p. 8). Así, entre 1965 y 1975 la ordenación del territorio alemana tuvo su época de mayor auge. Sin embargo, a partir de mediados de los años setenta y hasta mediados de los años ochenta, esta entró en recesión (Parejo Navajas, 2003). 


			Con la Ley Federal de Ordenación del Territorio del año 1965 se definió como objetivo de la planificación territorial conseguir el desarrollo de las estructuras territoriales de manera que aseguren la protección de los hábitats naturales, se preserven a largo plazo las posibilidades de disfrute del espacio y se ofrezcan condiciones de vida homogéneas en todas las partes del territorio (López Ramón, 2005). Uno de los aspectos que esta ley reguló fueron los procedimientos de colaboración Bünd – Länder, ya que la actividad de planificación requería incorporar normas de coordinación y colaboración (Sala Arquer, 1980, p. 21). Por ello, al caracterizar el modelo alemán de ordenación del territorio, se sostiene que “la coordinación es el elemento esencial en la concepción alemana de la ordenación del territorio” (López Ramón, 2005, p. 220).


			Respecto de la organización administrativa del modelo alemán de ordenación del territorio, deben distinguirse tres niveles. En primer lugar, se tiene a la federación; en esta, existe una Comisión Delegada del Gobierno de Ordenación del Territorio (Raumordnungskabinett) y una Comisión de Ordenación del Territorio, Construcción y Urbanismo del Parlamento, en la que es competente el Ministerio Federal de Ordenación del Territorio, Construcción y Urbanismo, articulado a través de la Comisión Interministerial de Ordenación del Territorio y de otros órganos administrativos de importancia para la coordinación vertical entre la federación y los Länder. En segundo lugar, respecto a los Länder, el modelo de organización mayoritario ha supuesto la adscripción de la ordenación del territorio al mismo ministerio, que ostenta también las competencias para la protección de la naturaleza y el medio ambiente. El último nivel es el subregional. En este, se presenta un sistema complejo de planificación territorial con dos modelos de organización: aquel en que el protagonista es el ente local, pues una Mancomunidad de Planificación Territorial en cada subregión aprueba el plan territorial regional, y otro en que el Land ejerce una intervención mayor, de manera que las tareas de elaboración del plan territorial subregional son realizadas por el Servicio de Planificación Territorial en cada subregión (Hildenbrand, 1995, pp. 301-307).


			A partir de la aprobación de la ley, se sucedieron modificaciones a la normativa propia de cada Länder con el fin de que sean completadas las normas marco de rango federal. La Ley Federal de Ordenación del Territorio del año 1965 y el Reglamento Federal de Ordenación del Territorio de 1990 son las normas más importantes a nivel federal. Los contenidos más destacados de la Ley Federal de Ordenación son los siguientes: “1) las ideas guías para el desarrollo territorial de Alemania (art. 1), 2) el amplio catálogo de principios de la ordenación del territorio (art. 2), 3) los preceptos para la planificación territorial de los Länder (art. 5), 4) el procedimiento de evaluación de impacto territorial/EIT (Raumordnungsverfahren)” (Hildenbrand, 1995, p. 300).


			Con la reforma de la Ley Federal de Ordenación del Territorio en 1989, se reforzaron aspectos medioambientales. También se estableció que los Länder sean los competentes para elaborar planes o programas para sus territorios y los que creen las bases jurídicas para la planificación territorial subregional (Parejo Navajas, 2003, p. 39; Hildenbrand, 1995, p. 300). De esta forma, se ha establecido un marco de competencias en materia de ordenación del territorio, en el que


			la idea central del sistema jurídico de planificación territorial se resume en el “principio de la corriente contraria”, conforme al cual la ordenación de las partes del territorio debe insertarse en las exigencias del conjunto del territorio y la ordenación del conjunto del territorio debe tener en cuenta las exigencias de sus partes. Dicho de otro modo, en la elaboración de los planes la información debe fluir de abajo arriba, mientras que su ejecución debe producirse hacia abajo (López Ramón, 2005, p. 220).


			Este principio de corriente contraria o de contraflujo (Gegensromprinzip) en su vertiente desde abajo se manifiesta, de un lado, en el deber de los municipios o mancomunidades de participar en la elaboración de los objetivos del plan territorial del Land; y, de otro, en el deber de efectuar la planificación territorial a nivel subregional o por mancomunidades o, si se elige otra forma de organización, con la participación de los municipios. En su vertiente desde arriba, el principio se materializa en el deber de los municipios de realizar la adaptación de sus planes territoriales a nivel subregional y regional (Hildenbrand, 1995, p. 301). 


			Es importante señalar como aspecto característico del modelo alemán que los objetivos de los planes de ordenación del territorio tienen carácter vinculante. Por ello, deben ser observados en todos los planes e intervenciones sectoriales (López Ramón, 2005, p. 221).


			



			1.2. Concepto de ordenación del territorio 


			En la sección anterior, hemos observado la evolución histórica y los aspectos característicos de cada modelo de ordenación del territorio y cómo estos acotan o extienden su definición con base en el propósito que tuvo la implementación del mismo. Los modelos han servido para comprender de un modo más integrador las diferentes dimensiones en las que se desempeña la ordenación del territorio, ya sea porque ha tenido como eje la planificación física (territorio) o la planificación económica o el desarrollo territorial, tanto para organizar las actividades de los individuos dentro de un territorio como para orientar el desarrollo en articulación con otros valores, como la protección del ambiente o el aseguramiento de la calidad de vida de sus habitantes. 


			Si bien las particularidades de cada modelo posibilitan una lectura más extensa de las aplicaciones de la ordenación del territorio en cada país donde ha tenido un desarrollo, también han generado una abundancia de definiciones que han dificultado alcanzar un concepto único y consolidado de la ordenación del territorio. 


			En su momento, desde una perspectiva económica, este fenómeno fue advertido por Sáenz de Buruaga, quien atestiguó el nacimiento precipitado de la ordenación del territorio por causa de las diversas influencias disciplinarias provenientes del “urbanismo, el planeamiento físico, el desarrollo económico y la planificación regional” (1969, p. 23). En el mismo sentido, pero ya desde lo jurídico, Enériz considera que “la ordenación del territorio es uno de los conceptos más imprecisos del Derecho Público”, ya que, “la doctrina ha utilizado con gran inexactitud los términos macrourbanismo, ordenación urbanística, política territorial, ordenación del territorio, ordenación territorial, planificación territorial, planificación regional, política regional” (1991, p. 39).


			La inexactitud e imprecisión del concepto de ordenación del territorio alertadas por Enériz ubican su origen no solo en la amplitud de concepciones halladas dentro del ámbito de la planificación del territorio, sino también en las que fundan su importancia en las dimensiones económicas, sociales y políticas. Este análisis puede ser complementado por lo expresado por Ávila Orive, quien reflexiona sobre las perspectivas que concurrieron en el proceso de configuración conceptual tanto histórico como doctrinario:


			Parece generalmente aceptado que la ordenación del territorio es una expresión sobre la que existe, razonablemente, una serie diversa de concepciones, debido a las también diversas perspectivas que concurren en su configuración y a las conexiones económicas, sociales y políticas que se dan en esa base que constituye su objeto, como es el territorio (1993, p. 29).


			Sobre la formulación del concepto, Ávila Orive sostiene, además, que algunos autores utilizan de forma indiferenciada las expresiones “urbanismo”, “ordenación del territorio” y aquellas relacionadas con sus instrumentos. Ello provoca, por tanto, la dificultad en la delimitación de sus significados “más que una opción respecto de su contenido” (1993, p. 31). Con el mismo propósito, Rando ha expresado que muchos autores han pretendido conceptualizar la ordenación del territorio desde diferentes enfoques; a la vez, conforme la ordenación del territorio ha ido avanzando, el concepto se ha adaptado a esta (2019, p. 43).


			Lo expresado por Sáenz de Buruaga, Enériz, Ávila Orive y, más recientemente, por Rando sobre el desarrollo del concepto de ordenación territorial ha sido un pronóstico de lo que sucede en la actualidad: la existencia de un espectro amplio de definiciones formuladas por sectores de la doctrina ubicados entre las nociones aportadas por el modelo alemán y el modelo francés, con los diversos matices que podían encontrarse entre ellos. Así, de la revisión de las fuentes bibliográficas consultadas, en su mayoría españolas, es posible verificar que los pilares sobre los que diversos sectores de la doctrina buscan establecer sus cimientos conceptuales se situaron, en un primer momento, entre dos parámetros: 


			Uno mínimo, representado por el aplicado en los países federales o Raumordnung, más relacionado con el urbanismo, y otro máximo, el modelo francés, Aménagement du territoire, que persigue la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos, a través de la política regional, la administración racional de los recursos naturales y la planificación económica (Enériz, 1989, citado en Ávila Orive, 1993, p. 33).


			El primero, al que se le denomina mínimo, concibe la ordenación del territorio de modo semejante al modelo federal alemán, como una técnica administrativa cercana y superadora del urbanismo, consistente en la localización en el territorio de las infraestructuras regionales, “en la coordinación de las políticas sectoriales, la dirección de la actividad urbanística municipal y la protección de determinados espacios de la acción urbanizadora del hombre” (Enériz, 1991, p. 49). La segunda acepción, la máxima o amplia, asimila su finalidad, objetivos y técnicas a los asentados en el modelo francés del aménagement du territoire o a “los que conforma la planificación física con la económica persiguiendo el desarrollo económico equilibrado de las regiones” (Enériz, 1991, p. 49).


			En general, el aspecto más llamativo de estos primeros intentos por establecer un concepto definido de la ordenación del territorio es su carácter polifacético, que bascula entre las concepciones estrictas o mínimas propias del modelo alemán, que concibe la ordenación del territorio como una técnica administrativa que persigue la “utilización racional del territorio y, en cuanto tal, engloba y coordina todas las actividades públicas y privadas, aproximándose al concepto tradicional de urbanismo” (Enériz, 1991, p. 55), y aquellas amplias o máximas propias del modelo francés, que concibe a la ordenación del territorio como 


			una política vinculada a la planificación económica, al medio ambiente y a la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos, que engloba todas las políticas sectoriales que recaban la utilización del territorio y en la que el urbanismo no es sino una más de estas políticas sectoriales (Enériz, 1991, p. 55).


			Con el avance del tiempo, empezaron a aparecer críticas al esquema dual que reducía la clasificación de las variedades conceptuales de la ordenación del territorio en dos modelos: el francés y el alemán. El agrietamiento se genera a raíz del crecimiento de las ciudades y del incremento de las poblaciones. Estos fenómenos provocan una transformación en los esquemas tradicionales para dar espacios a más clasificaciones o significados, y el abandono de la anterior dualidad, que había bastado para agrupar todas las concepciones surgidas para definir la ordenación del territorio.


			Del lado de la economía, una de las primeras voces en ampliar el espectro de clasificaciones fue la de Sáenz de Buruaga, quien señaló 


			hasta tres posibles significados de la ordenación del territorio como concepción integradora. En un primer sentido, consiste en localizar óptimamente las actividades sectoriales y los asentamientos humanos en el territorio, a fin de maximizar su productividad global. Otro sentido considera la ordenación del territorio como un instrumento —no el único— de armonizar el desarrollo de los distintos espacios territoriales del país. El último sentido imagina la ordenación del territorio como medio necesario —aunque no suficiente— para lograr la integración socioeconómica de los distintos espacios regionales, así como del espacio nacional y a lo largo del espacio de integración europea (Sáenz de Buruaga, 1982, citado en Enériz, 1991, p. 54).


			Lo interesante de la propuesta planteada por Sáenz de Buruaga es que amplía la concepción de la ordenación del territorio con un enfoque más integrador. Asimismo, vertebra la extensión en tres significados, cuya nota característica es la identificación de las primeras señales para entender a la ordenación del territorio como una función planificadora, una técnica de planificación y una política de integración entre el territorio, la población y la explotación sostenible de las actividades económicas dentro del espacio.


			Otros autores, desde una perspectiva jurídica, han formulado sus planteamientos sobre la ruptura del tradicional binomio. Por ejemplo, Ávila Orive agrupa las concepciones de la ordenación del territorio en tres coordenadas fundamentales: la primera refiere a la organización o planificación coherente del espacio regional; la segunda, a la integración de las diversas actividades económicas y sociales; y la tercera se sustenta en la especial consideración de los recursos naturales “como bienes a proteger y racionalizar su utilización, como base de una política medio ambiental” (Ávila Orive, 1993, p. 34).


			El abandono del esquema binomial ha abierto el espacio a más significados y concepciones de la ordenación del territorio, pero también deja pendiente la tarea de presentar un esquema clasificatorio que ubique a cada conceptualización dentro de una categoría afín. A nuestro entender esta labor la asumió perfectamente Pérez Andrés cuando postuló una categorización explicada en los términos siguientes:


			Un primer grupo para los que la ordenación del territorio ha surgido como evolución lógica del urbanismo, al producirse la superación definitiva del nivel local de ordenación territorial para pasar a un nivel regional. Un segundo [grupo] integra las posiciones doctrinales que, de una u otra forma, encuentran un elemento diferenciador en la ordenación del territorio frente a la ordenación urbanística, un plus sustancial o de fondo, unos objetivos distintos, una nueva función pública que acomete la ordenación del espacio con unas perspectivas radicalmente novedosas. Dentro de este segundo grupo hay tres subgrupos: 1° los que consideran que la Ordenación del Territorio supone una trascendental e innovadora función coordinadora de todas las actividades con incidencia física sobre el territorio; 2° los que como dato definidor o diferenciador de la ordenación del territorio consideran que debe consistir en una técnica de plasmación geográfica de la planificación económica; y 3° los que han adoptado una postura ecléctica entre los dos subgrupos anteriores, al mantener que se trata de una función pública tan global que supone la coordinación de todas las políticas que inciden en la conformación del espacio, incluyendo entre ellas la ordenación macroeconómica, que ocupa para estos un lugar especialmente destacado. Y, finalmente, en un tercer grupo encontramos a los que consideran la ordenación del territorio como una función pública global, integral, antropocéntrica y finalista, que tiene como objetivo la consecución de una mejora de la calidad de vida de todos los ciudadanos, es decir, la conformación social general (1998, pp. 102-103).


			A pesar de la profusión de las concepciones y la ampliación de las categorías, dimensiones y modelos explicativos de la ordenación del territorio, aún seguía pendiente la construcción de un concepto general que delimite los alcances de la figura estudiada. Frente a este dilema, surge la definición recogida en la Carta Europea de Ordenación del Territorio (CEOT), que define la ordenación del territorio como


			la expresión espacial de la política económica, social, cultural y ecológica de toda sociedad, cuyos objetivos fundamentales son el desarrollo socioeconómico y equilibrado de las regiones, la mejora de la calidad de vida, la gestión responsable de los recursos naturales, la protección del medio ambiente y, por último, la utilización racional del territorio. Es a la vez, una disciplina científica, una técnica administrativa y una política concebida como un enfoque interdisciplinario y global cuyo objetivo es un desarrollo equilibrado de las regiones y la organización física del espacio según un concepto rector (Consejo de Europa, 1983).


			La calificación de la ordenación del territorio como disciplina científica, como técnica administrativa y como política realizada por la CEOT es el resultado de aquellas discusiones doctrinarias que pasaron desde el tradicional binomio hasta la dispersión conceptual de la ordenación del territorio. Aquí debe destacarse que “no se trata exclusivamente de un término jurídico […] sino multidisciplinar, lo que supone una gran complejidad a la hora de valorar las consecuencias de su actuación” (Parejo Navajas, 2003, p. 129). Este último aspecto justifica la existencia de distintas disciplinas que fijan su objeto de estudio en la ordenación del territorio (Parejo Navajas, 2003).


			En esta definición se advierte la integración de todos los significados que hasta la fecha se habían propuesto para delimitar la ordenación del territorio. En concreto, se identifica, por supuesto, la presencia de los modelos francés y alemán, dado que 


			en su interior se ensamblaron las materias de planificación económica (que incluye el equilibrio regional), el medio ambiente, la cultura y la política de bienestar social, y se vincularon todas estas con la utilización racional del territorio y de los recursos naturales, así como con la coordinación de las actividades sectoriales, objetivos estos dos últimos que se corresponden con la definición de la ordenación del territorio de los países federales (Enériz, 1991, p. 55).


			Parejo Navajas ha realizado una adecuada explicación de los elementos que componen la concepción de ordenación del territorio de la CEOT. Partiendo del acierto de que se trata de una materia metajurídica y multidisciplinar, considera que esta 


			tiene una primera faceta descriptiva, como ciencia que estudia los efectos que la acción del hombre produce, en su constante actividad de asentamiento sobre el territorio y con la consecuente transformación del mismo. Asimismo, se trata de una política que trae causa de una experiencia de intervención consciente sobre el territorio, que dependerá, en tanto que proceso histórico, de la zona y cultura en la que se desarrolle. Finalmente, la ordenación del territorio es también una técnica o metodología de actuación consistente en la distribución de los usos del territorio y en la coordinación de las competencias que sobre dicho territorio tengan las administraciones correspondientes (2003, p. 130).


			La definición aportada por la CEOT nos permite detectar elementos que servirán para ensayar una conceptualización de la ordenación del territorio acorde a sus funciones, objetivos y finalidades. Sin embargo, es importante tomar en consideración que el concepto no va a ser unitario. Ahora bien, metodológicamente cabe preguntarse cómo alcanzar un concepto que satisfaga las expectativas antes descritas. Pujas propone tres preguntas: ¿qué se ha de ordenar?, ¿para qué se ha de ordenar?, ¿cómo se ha de ordenar? (Pujas, 1998, citado en Ortiz, 2017, pp. 48-49).


			Bajo esas líneas maestras, podemos acercarnos a distintos conceptos de la ordenación del territorio. Unos, muy sintéticos, entienden que esta consiste en “ordenar las ciudades en el espacio” (Racionero, 1978, p. 11) o que “toda ordenación del territorio puede definirse como regulación de los usos del suelo y del subsuelo” (Baño, 2009, p. 103). Otros, denominados amplios, consideran que la ordenación del territorio “constituye una política pública que afecta a prácticamente cualquier actuación pública cuya finalidad sea el equilibrio territorial”, que “no se concreta en una única competencia administrativa sino en un conjunto de competencias atribuidas a entidades territoriales distintas” (Agudo, 2010, p. 46). También están los conceptos que, desde un punto de vista estricto, consideran que la ordenación del territorio “constituye una materia competencial con un objeto jurídico limitado por otras competencias que se ejercen también sobre el territorio” (Agudo, 2010, p. 46).


			Se verifica entonces la dificultad de llegar a una definición clara, precisa y ampliamente compartida de lo que se entiende por ordenación de territorio. Ello está motivado por las distintas aproximaciones al concepto según se privilegien objetivos o instrumentos y por el diferente entendimiento que se ha tenido de este tanto en su derrotero histórico como en función de las interpretaciones dadas por cada país (Galiana & Vinuesa, 2010). 


			De acuerdo con esto último, coincidimos en advertir que


			no se debe buscar por tanto la definición de un esquema reproducible en cualquier territorio y circunstancia; es necesario, por todo ello, asumir la complejidad e incertidumbre que se deriva de su dimensión política y democrática (con la definición de unos objetivos sujetos a diferentes opciones en un proceso negociado), de la diferente forma que adoptan los instrumentos y los procedimientos para su puesta en práctica y también de los cambiantes estados de la cuestión sobre la interpretación de la realidad territorial objeto de ordenación (Galiana & Vinuesa, 2010, p. 28).


			En síntesis, la ordenación del territorio no tiene una concepción unitaria pero sí una más acabada y especializada debido a su dinámica. Abandonada ya la categorización dualista del modelo francés y alemán, se ha pasado a un desarrollo más exhaustivo de sus elementos y alcances. Así, podemos señalar, como concepto en el que se enmarca esta obra, que se trata de una acción pública, cuya principal función es corregir y prevenir los desequilibrios ocasionados en un territorio a través de políticas, técnicas y actividades de planificación para conseguir un equilibrio que proporcione un espacio apto para el desarrollo sostenible, la protección del ambiente y el aseguramiento de la calidad de vida de los habitantes.


			



			1.3. Aspectos característicos de la ordenación del territorio


			Identificar los aspectos característicos de la ordenación de territorio es una tarea igual de compleja que llegar a un concepto unitario de esta, ya que “ni siquiera existe un consenso científico-técnico acerca de los contenidos que deban ser considerados como parte de esta materia” (Agudo, 2010, p. 46). Por ello, tendremos en consideración aquellos elementos que comúnmente son seguidos en la doctrina —siempre desde con una perspectiva interdisciplinaria— y que por su generalidad puedan articularse al concepto que, en función de la realidad del territorio, de la política, de los planes aprobados y de la distribución de competencias administrativas, se recojan en las legislaciones. 


			La caracterización de la ordenación del territorio dependerá entonces de los elementos que el marco constitucional y el desarrollo legal de cada país hayan tomado de los distintos modelos o configuraciones amplias o estrictas que antes hemos revisado.


			Respecto del carácter de política pública de la ordenación de territorio, su desarrollo se da en un ámbito supralocal estableciendo las capacidades del territorio como punto de partida de una integración plena que compatibilice las distintas actividades que se desarrollan en este. Esto la ubica, según Parejo (1988), en tránsito entre la política económica y la planificación urbana, debido a que ella misma no procura desarrollo económico, pero define el marco y las condiciones del territorio, y, aunque no tiene por objeto la regulación de los distintos y concretos usos y actividades, sí tiene a su cargo —a una escala mayor— los procesos que lo estructuren o los que sean capaces de generar una repercusión sobre este.


			Desde el ámbito de la geografía, Fernández & Muguruza han sido más específicos al señalar que la ordenación del territorio 


			es la única política pública que aborda con un enfoque integral y plurisectorial el desarrollo económico regional, urbano y ambiental, al establecerse que el territorio es patrimonio del desarrollo, portador de recursos naturales, recursos económicos (ya que genera bienes y servicios), y finalmente, escenario de vida, por lo que requiere de una adecuada gestión (2015, p. 67). 


			Agudo, desde una perspectiva jurídica, considera que la delimitación de la materia competencial de la ordenación del territorio como política pública debe asentarse en dos fundamentos. Uno, de carácter funcional, determinante de la perspectiva con que debe realizarse su desarrollo, estima que la ordenación del territorio constituye una competencia horizontal, que requiere considerar las otras políticas sectoriales con impacto en el territorio en línea con la concepción amplia antes señalada. El otro, referido a la base territorial objeto de la ordenación, está condicionado por el carácter global e integrador de la ordenación del territorio, lo que pone de manifiesto que esta debe tener una función de coordinación de los distintos planes que ordenan físicamente el suelo a nivel local (2010, pp. 46-47). 


			Junto a este carácter funcional de la política pública y como parte del análisis de la CEOT, Rando considera además el carácter democrático (2019, p. 47), lo que implica que, a través de la ordenación del territorio, se asegura la participación de la población y de sus representantes. También toma en cuenta su carácter prospectivo, lo que significa “analizar las tendencias y el desarrollo a largo plazo de los fenómenos y actuaciones económicas, ecológicas, sociales, culturales y medioambientales, y tenerlos en cuenta en su aplicación” (2019, p. 48). 


			Así, el reconocimiento de la existencia de diversos actores sociales2 con intereses y expectativas disímiles entre sí es la primera tarea que debe realizar el Estado a efectos de identificar las potenciales conflictividades surgidas de los desequilibrios nacidos a partir del tipo de utilización que tiene o tendrá una determinada unidad territorial. El carácter articulador de la ordenación del territorio anticipa entonces este riesgo y evita escalamientos a situaciones críticas mediante la concertación de todas las dimensiones identificadas. 


			El paso siguiente implica concederle a cada dimensión o enfoque el mismo grado de importancia y esencialidad sin decantar las preferencias de una sobre las otras manteniendo siempre presente la sensibilidad de que pueda tener un determinado enfoque cuando amerite su análisis en el contexto atendido (Gómez, 2013)3. Todo este ejercicio tiene como objetivo conseguir un desarrollo sostenible bajo una conjunción de esfuerzos ordenados que permitan una adecuada utilización de los recursos naturales. De esta forma, se busca promover mayor confianza en la posibilidad de que la sociedad brinde una mejor calidad de vida a la población. Con ello, se pretende reconciliarla con la naturaleza mediante un proceso que satisfaga las necesidades básicas del país (Massiris, 2011).


			Destaca, del mismo modo, el elemento planificador característico del concepto. Como antes ya hemos referido, Baño resume perfectamente este aspecto cuando afirma que la ordenación del territorio planifica la regulación de los usos del suelo y subsuelo, y que esta regulación puede tener una perspectiva netamente urbanística “si atañe exclusivamente a la conservación o proyección de la ciudad o [puede] tener una perspectiva diferente, más amplia que la urbanística, entonces hablamos de ordenación territorial” (2009, p. 103).


			Como función pública, la ordenación del territorio tiene su origen en la necesidad de ejercer control sobre el crecimiento natural de los distintos usos y actividades que pueden realizarse en un territorio (López Ramón, 1987, p. 127). Esta característica comprende dos objetivos a los que nos hemos referido cuando revisamos los modelos de ordenación del territorio. 


			El primero, referente a la función que busca corregir los desequilibrios territoriales, consiste en proporcionar, de acuerdo con la política económica y otras políticas sectoriales que estén vinculadas, “una organización de los asentamientos que responda a objetivos de solidaridad y calidad de vida” (López Ramón, 1987, p. 134; véase también Rando, 2019); el segundo realiza una proyección geográfica de la planificación económica con el objetivo de atender las necesidades colectivas, generar un equilibrio, y armonizar el desarrollo regional y sectorial mediante el estímulo del ingreso de las personas y una adecuada distribución (López Ramón, 1987, p. 134).


			Junto al objetivo del desarrollo económico se sitúa, como contrapeso, el referido a la gestión responsable de los recursos naturales y la protección del medio ambiente. Este se ha ido incorporando de forma progresiva en los diferentes modelos de ordenación del territorio para de esa forma materializar el disfrute de un medio ambiente adecuado, así como ciertas cuotas de calidad de vida (Lobo, 2007, p. 57). Sobre este objetivo, Ávila (1993) ha señalado que la administración responsable de los recursos naturales comprende su limitación ante una situación de necesidad de la población, de manera que se establezcan prioridades en su satisfacción procurando la protección del medio ambiente. Debe repararse también en que, si bien la dimensión ambiental es parte de la ordenación del territorio, “no existe evidencia científica, empírica o histórica que permita definirle un lugar privilegiado o una jerarquía especial en el conjunto de las variables” (Del Castillo, 2002, p. 99).


			Vinculados a los tres objetivos que predominan en la ordenación del territorio como función pública —la promoción de un desarrollo equilibrado, la preservación del medio físico y de los valores y recursos naturales, así como la mejora de la calidad de vida (Benabent, 1999, pp. 58-71; Rando, 2019)—, debe considerarse también el de vertebración territorial. Este se materializa a través de la definición de las redes de servicios públicos e infraestructuras de uso público. Asimismo, debe tomarse en cuenta el de la utilización racional del territorio, que orienta su correcta asignación y la distribución de aquellos usos más adecuados según sus características y potencialidades (Lobo, 2007, pp. 57-58).


			Se justifica, de esta forma, la afirmación de la ordenación del territorio como una función pública “que necesariamente ha de imponerse sobre otras, fundamentalmente al urbanismo cuyo objeto es comparativamente mucho más limitado por su relación con lo local” (Agudo, 2010, p. 47). La consecuencia de esta otra característica esencial es que “los planes urbanísticos, que se mueven en un ámbito territorial menor, deberán adecuarse y respetar el contenido de los planes de ordenación territorial” (González-Varas, 2000, citado en Lobo, 2007, p. 53).


			La ordenación del territorio se consolida entonces como una función pública. Ello es así porque deriva de un poder atribuido a una o varias administraciones que vienen a ejercer tales competencias para “la planificación y regulación del uso y transformación de un territorio, con unos fines específicos”, por lo que se vuelve visible “una relación entre la ordenación del territorio y la distribución del poder en varias instancias políticas y administrativas” (Santaella, 2018a, pp. 285-286). Esto se debe a que en el territorio se produce una confluencia de poderes de las entidades públicas en los distintos niveles de gobierno, lo que implica usar los mecanismos de coordinación con el objetivo de generar una implementación adecuada de las políticas del territorio (Martín Rebollo, 2009).


			Lo expresado hasta aquí muestra que, por sus características, la ordenación del territorio es una disciplina de carácter transversal. En ella, se encuentran articulados e integrados distintos intereses y competencias ejercidos en el territorio con la finalidad de asegurar la coordinación de aquellas decisiones sectoriales que se adopten con respecto a un espacio (Santaella, 2018a, p. 289).


			



			1.4. Instrumentos de la ordenación del territorio4


			De forma general, los instrumentos de la ordenación del territorio son todas aquellas normas, planes o estrategias que condicionan y/o direccionan la actividad de transformación de los entes públicos y privados sobre el territorio (Precht et al., 2016, p. 25). Autores como Gonzalez-Varas, consideran que “a través de los instrumentos se consigue el desideratum de la ordenación del territorio” (2009, p. 56). Es decir, estos permiten contar con un marco territorial global y flexible que posibilite concretar actuaciones tanto de carácter sectorial como integradas. 


			En el caso del Perú, el instrumento que a nivel de regiones se ha establecido normativamente para la configuración de la ordenación del territorio es la denominada Zonificación Ecológica Económica (ZEE).


			



			1.4.1. El plan como instrumento de ordenación territorial


			Respecto a los distintos instrumentos de ordenación del territorio, el primero que puede distinguirse, es la ley. Ello se debe a que la ordenación del territorio puede incorporar materias reservadas a esta. Sin embargo, el medio decisivo para los usos del suelo es el plan, debido a que “concreta respecto de cada porción del territorio los usos posibles o más simple, los prohibidos” (Baño, 2009, p. 116). Martín Mateo (1980) considera que los planes constituyen “instrumentos adecuados para institucionalizar, a través de su concreción, aspiraciones a una mejor distribución de usos dentro de un determinado territorio”5. Desde la geografía, Novoa (2014) sostiene que:


			El plan de ordenamiento del territorio es el instrumento estratégico más adecuado para conseguir, hacer coherente y armonizar la planificación, con los principios y unidades sociales, económicas, ecológicas, culturales y político administrativas del Estado, establecidos en el marco legal nacional (p. 227).


			Como se señala en el glosado texto, el plan es el instrumento en el que se plasma la planificación. Así, Parejo (2017) considera, siguiendo el planteamiento de Achterberg (1982, pp. 430 y 431), que el plan puede reducirse a la idea de un “diseño anticipado de una actuación, o un conjunto de actuaciones, y el fin u objetivo con el propósito de conseguir lo perseguido del modo más seguro, fácil y rápido” (p. 27).


			



			1.4.2. Definición de la planificación territorial


			En atención a la diferencia existente entre planificación territorial y plan, resulta necesario explicar en qué consiste la primera. Así, para Rando (2019) debe entenderse como una actividad instrumental desarrollada previamente a la materialización de políticas territoriales. Esta consiste en definir una serie de propuestas desde una perspectiva local o suprarregional para un territorio con el objetivo de alcanzar un modelo determinado:


			Planificar es dibujar sobre un plano, buscar soluciones a problemas preexistentes, prever y adelantarse a las necesidades, buscar nuevas propuestas de crecimiento y desarrollo, pero a su vez de preservación y conservación, y todo sin una visión delimitada de antemano, sino desde una visión conjunta, integral y global del territorio (Rando, 2019, pp. 101-102). 


			Es necesario considerar que el ordenamiento jurídico (leyes nacionales o aquellas normas con rango de ley aprobadas a nivel descentralizado) de cada país puede proveer diferentes instrumentos de ordenación del territorio. Sin embargo, todos ellos parten de una misma lógica a la hora de regular y establecer dichos instrumentos. El punto de partida es contar con un instrumento genérico de ordenación global del territorio, en el que se sintetice la política de una región o territorio de acuerdo con el tipo de demarcación que se establezca en cada país (regional, departamental, estadual), y se defina un conjunto de objetivos y estrategias de política territorial que sirvan de marco general a los otros instrumentos de ordenación del territorio (González-Varas, 2009, p. 57). La mayor o menor extensión de los instrumentos de ordenación del territorio dependerá del tipo de cada uno: 


			Dicho contenido va siendo cada vez más preciso, según que el instrumento va descendiendo de nivel territorial para abordar espacios o áreas territoriales más reducidos, o según se van abandonando los planteamientos de tipo general para abordar problemas más concretos. En todo caso, los planes o directrices deben contener asimismo una documentación, cuyo contenido varía en función del carácter y el contenido propio del instrumento de ordenación (González-Varas, 2009, p. 58).


			



			a. Naturaleza jurídica y contenido de los planes de ordenación del territorio


			El alcance que tenga al plan dependerá entonces de lo que dispongan las normativas de ordenación del territorio. No obstante, junto con ello, es importante establecer la naturaleza jurídica de los planes, ya que estos pueden contener estipulaciones que algunas veces son vinculantes y otras solamente tienen carácter orientativo para los entes administrativos (Benabent, 1999). Sobre la naturaleza de las estipulaciones, se pueden materializar a través de normas, de manera que son directamente vinculantes; directrices, cuya vinculación se da en cuanto a sus fines, por lo que requieren de medidas concretas de la administración; y recomendaciones, cuyas estipulaciones son de carácter indicativo (Bebanbent, 1999).


			Respecto a los contenidos que de forma más usual se suele establecer en los planes, atendiendo a la normativa de ordenación del territorio y a los documentos aprobados por los entes administrativos competentes, pueden considerarse los siguientes: 


			•	Indicación de los núcleos de población que han de ejercer una función directiva y reequilibradora (definición del sistema urbano).


			•	Criterios para la localización de infraestructuras y equipamientos supramunicipales.


			•	Definición de áreas por proteger por sus características naturales, agrícolas, forestales o paisajísticas.


			•	Delimitación de ámbitos de aplicación de planes territoriales subregionales y urbanísticos.


			•	Definición de zonas con características homogéneas por situación socioeconómica y potencial de desarrollo.


			•	Áreas a promover usos específicos (Benabent, 1999, p. 18).


			Dicho esto, el contenido de los planes de ordenación del territorio involucra aspectos de la planificación física y la socioeconómica. Sin embargo, no debe confundirse con una y otra, ya que la planificación territorial excede el alcance de ambas (Fernández & Muguruza, 2015). Por ello, es ilustrativo identificar los aspectos que caracterizan cada una: “La planificación física descansa sobre el postulado de localizar una actividad allí donde genere el menor impacto en el medio y en el lugar con mayor aptitud del territorio para acoger la actividad”, mientras que “la planificación económica procura distribuir y ordenar las actividades económicas y sociales en el territorio buscando criterios de eficiencia económica y rentabilidad social” (Fernández & Muguruza, 2015, pp. 72-78).


			De forma más específica, producto del proceso de planificación, la ordenación del territorio tiene en los planes el instrumento más adecuado “para precisar de forma detallada la distribución de la población y la delimitación de espacios necesarios para vías públicas y redes de servicios públicos de infraestructuras indispensables para el crecimiento social y económico” (Rincón, 2012, p. 64). Asimismo, para Rincón, a través de la planificación,


			se delimitan suelos que deben estar sometidos a un régimen especial de protección por razones medioambientales, históricas o culturales, o simplemente se dota a la comunidad de toda una serie de equipamientos colectivos necesarios para el normal desenvolvimiento de la ciudad y para garantizar derechos fundamentales como el esparcimiento y la utilización del tiempo libre (en actividades recreativas, deportivas y culturales), la salud y educación mediante la delimitación de usos del suelo y habilitación de terrenos para el funcionamiento de parques, hospitales y centros docentes (2012, p. 64).


			



			b. Alcance de los planes de ordenación del territorio


			Los planes tendrán el mismo carácter vinculante según el ámbito en que han sido aprobados. Esto supone que los planes regionales o departamentales o estatales6, serán vinculantes para las otras figuras previstas en la normativa de ordenación del territorio, como son los planes subregionales o los planes sectoriales, así como para las que derivan de la legislación urbanística.


			Ahondando más en la vinculación de los instrumentos de planificación territorial, Benabent (2006, citado en Rando, 2019) ha establecido tres modelos diferenciados. En el primero, piramidal cerrado, se identifica una clara jerarquía entre los instrumentos de ordenación del territorio y un plan jerárquico superior somete al que tenga orden inferior a sus determinaciones. Un segundo modelo es piramidal abierto; en este, unos instrumentos tienen igualdad jerárquica entre sí y otros no tienen vinculaciones jerárquicas. Finalmente, presenta un modelo que no tiene estructura piramidal, en el que los instrumentos tienen igualdad jerárquica y dependen de cuándo ha sido aprobado el instrumento, de manera que el aprobado con posterioridad, cualquiera que sea, puede vincular siempre o incluso modificar al anterior.


			Debe prestarse atención, además, a que la vinculación y eficacia de los instrumentos de planificación dependerán de las actividades de coordinación, cooperación y concertación en sentido vertical y horizontal que desplieguen las administraciones públicas en los distintos niveles en que se sitúen, es decir, de las relaciones interadministrativas, pero también de la participación ciudadana. De esa forma, se elaborarán instrumentos consensuados que fomenten su cumplimiento (Agudo, 2010).


			



			2.	Conceptualización de la planificación urbana


			De la misma manera que ocurre con la ordenación del territorio, existen dificultades para configurar una definición integral del concepto de planificación urbana. Esta complicación teórica comparte origen con la ordenación del territorio en tanto ambas tienen ámbitos de aplicación que, regularmente, se superponen o se restan espacio entre sí. 


			Conocida es la dificultad de establecer un límite definitorio entre ambos conceptos. Usualmente se suele simplificar la discusión ubicando el elemento diferenciador en la zona de influencia. Para la ordenación del territorio el espacio de acción es el supralocal y para la planificación urbana es el ámbito local. Sin embargo, esta distinción no resulta completa. Existen más aspectos que amplían los márgenes de divergencia, pero también de convergencia, entre ambas figuras, lo que obliga a la doctrina a sofisticar las bases teóricas y conceptuales de la planificación urbana para diferenciarla no solo de la ordenación del territorio sino también del urbanismo.


			El apunte anterior es importante, debido a que el urbanismo es un fenómeno jurídico previo y continente de la planificación urbana. Es decir, no es posible entender adecuadamente la planificación urbana si antes no hemos identificado la relación entre aquellas, y el grado de participación y protagonismo dentro del fenómeno urbanizador. Así, la búsqueda de un planteamiento conceptual de la planificación urbana nos conduce, necesaria y obligatoriamente, a introducirnos en una breve revisión del urbanismo como concepto general y anterior a través de una revisión histórica y luego conceptual.


			



			2.1. Configuración histórica de la planificación urbana


			Hemos adelantado que el nacimiento de la planificación urbana como fundamento sustancial del proceso de planificación del territorio no puede entenderse sin haber conocido antes el origen y desarrollo del urbanismo. Es decir, debemos entender el comienzo y evolución del concepto como respuesta al fenómeno humano que experimentaba el mundo con las primeras formaciones de asentamientos humanos, que luego se convertirían en grandes ciudades capaces de acoger a miles de personas, cada una de ellas con sus necesidades e intereses particulares.


			Como sabemos, el punto de partida de este proceso principia con el sedentarismo y la formación de los primeros asentamientos humanos alrededor del mundo. El abandono paulatino, al inicio, y definitivo, después, del nomadismo ocurre por causa del descubrimiento de la agricultura, que facilita el suministro continuo de alimentos para el hombre, pero le obliga a establecerse en un territorio para proteger y conservar sus cosechas. Este suceso universal origina el nacimiento no solo de necesidades urbanas, que advertiremos después, sino también de conceptos antiguamente inexistentes como la propiedad y el destierro de lo “común” en la mentalidad del ser humano.


			Los asentamientos humanos son entonces una expresión de la utilización de la mancomunidad. Esta, antes aplicada para la caza y recolección, se utiliza ahora para la edificación de lugares con viviendas, murallas, calles, edificios, lugares comunes, etc. Nace así la ciudad y, con ella, los primeros atisbos del urbanismo, entendido como disciplina reguladora y ordenadora de la urbe donde conviven las personas. El crecimiento de las ciudades, la acumulación de personas dentro de sus contornos, y la carencia de espacios de vivencia y convivencia obligan, naturalmente, a idear planes y normas para organizar el territorio de las ciudades y los mecanismos de coordinación necesarios para posibilitar una convivencia útil entre todos los pobladores, tanto los transitorios como los permanentes, como bien apunta Lobo:


			La necesidad del hombre de planificar el territorio aparece a medida, de que, las actividades que se desarrollan sobre este se incrementan y diversifican. Asimismo, se produce una transición de la concepción de las ciudades como meros centros económicos aglutinadores de población a la ciudad como espacio convivencial multiservicios (2007, p. 37).


			Se advierten, de tal modo, los albores del urbanismo y de la función que busca cumplir ante la creciente expansión demográfica dentro de las ciudades. Es una función reguladora inicialmente, enfocada en los asentamientos humanos, pero posteriormente extendida a fuerza de la aparición de los sucesivos fenómenos históricos, sociales, económicos y políticos experimentados por la humanidad hasta la actualidad.
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